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Asunto: De la competencia de la Superintendencia de Sociedades para dirimir la controversia sobre la 
ocurrencia de causales de disolución. Liquidación judicial de sociedades.  

Me refiero a su escrito radicado en esta entidad el día 12 de julio del presente año con el No. 2001-01-059722, en 
el cual, previa la exposición de unos hechos que dan cuenta de posibles irregularidades cometidas por quien era 
representante legal de la sociedad allí mencionada, consulta si la competencia atribuida a esta entidad por los 
artículos 138 a 140 de la Ley 446 de 1998 es privativa o si, por el contrario, resulta procedente dirigirse al Juez Civil 
del Circuito con jurisdicción en el domicilio social para que se declare la disolución y liquidación de la referida 
sociedad. 

Como quiera que el asunto consultado se circunscribe a establecer el alcance de los artículos mencionados de la Ley 
446 de 1998 y su eventual contradicción con lo previsto en los artículos 627 y siguientes del Código de 
Procedimiento Civil, esta Oficina se permitirá hacer las siguientes precisiones y consideraciones de orden legal a 
efectos de darle respuesta. 

1. Discrepancias sobre las causales de disolución. 

Sea lo primero poner de presente que los hechos que eventualmente pueden constituir una causal de disolución de 
una sociedad comercial deben, en principio, someterse a examen por parte del máximo órgano social, con el fin de 
que dicho ente colegiado determine si en realidad la sociedad se encuentra incursa en la respectiva causal. Así 
mismo, para que tal reconocimiento tenga vocación para disolver la compañía, es necesario que se adopte la 
correspondiente decisión de acuerdo con el quórum y la mayoría establecida en los estatutos o en la ley para el 
efecto, de suerte que si no se logra acuerdo entre los socios, se impone dirimir la controversia, de cara a determinar 
la suerte de la compañía. 

De manera que la discrepancia como tal puede presentarse ya sea en la identificación y reconocimiento de la causal 
y/o cuando habiéndose reconocido su ocurrencia no se logre el quórum o la mayoría necesaria para declarar la 
disolución y liquidación de la compañía. 

2- Mecanismos legales de solución de las discrepancias. 

En primer término, dispone el artículo 221 del Código de Comercio que "En las sociedades sometidas a vigilancia, la 
Superintendencia de Sociedades podrá declarar, de oficio o a solicitud de interesado, la disolución de la sociedad 
cuando ocurra cualquiera de las causales previstas en los ordinales 2°, 3°, 5° y 8° del artículo 218, si los asociados 
no lo hacen oportunamente. (-) En las sociedades no sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de 
Sociedades, las diferencias entre los asociados sobre la ocurrencia de una causal de disolución serán decididas por 
el juez del domicilio social, a solicitud del interesado, si no se ha pactado la cláusula compromisoria". 

A su vez, el artículo 627 del Código de Procedimiento Civil establece que "a petición de cualquiera de los socios, 
procede declarar judicialmente la disolución y decretar la liquidación de una sociedad civil, comercial o de hecho, 
por las causales previstas en la ley o el contrato social, siempre que tal declaración no corresponda a una autoridad 
administrativa". 

Por su parte, el artículo 138 de la Ley 446 de 1998 dispuso que la Superintendencia de Sociedades podrá dirimir las 
discrepancias sobre la ocurrencia de causales de disolución de sociedades no sometidas a la vigilancia y control del 
Estado o que estándolo, la entidad respectiva no tenga dicha facultad, conforme con el trámite descrito en los 
artículos 139 y 140 ídem. 

Nótese, entonces, que no sólo no se oponen las previsiones legales que tratan la materia, sino que, por el contrario, 
se complementan. En efecto, la controversia acerca de la ocurrencia de una causal de disolución de una sociedad 
comercial no vigilada por la Superintendencia de Sociedades, puede dirimirse bien sea en un escenario jurisdiccional 
con la intervención de un juez, o en uno administrativo en los términos del artículo 138 y siguientes de la Ley 446 
de 1998, pues no puede válidamente concluirse que ésta última norma haya derogado, modificado o subrogado la 
previsión correspondiente del Código de Procedimiento Civil. No otra puede ser la conclusión, como quiera que la 
competencia atribuida a la Superintendencia de Sociedades en el artículo 138 de la Ley 446/98 para dirimir las 
referidas controversias, no es privativa ni limitativa respecto de la atribuida a los jueces ordinarios para que en el 
escenario jurisdiccional se resuelva la controversia. 

La jurisprudencia nacional así lo ha expuesto en los siguientes términos: 



"Mediante el Capítulo I del Título XXXI del Libro 3° del Código de Procedimiento Civil, el 
legislador estableció un procedimiento especial para declarar judicialmente la disolución 
y ordenar en consecuencia la liquidación de una sociedad civil, comercial o de hecho, 
siempre que tal declaración no corresponda a una entidad administrativa, como sucede 
con los bancos, las compañías de seguros, las sociedades administradoras de inversión, 
las de capitalización y ahorro, o con las sociedades sometidas a la vigilancia de la 
Superintendencia de Sociedades, que corresponden a ésta…  

"Al procedimiento de la disolución judicial y liquidación que el código regula en sus 
artículos 627 a 644, se acude cuando no sea evidente que se haya producido la 
disolución de la sociedad, razón por la cual debe formularse demanda para que se 
declare aquélla y consecuencialmente se proceda a la liquidación".  

Finalmente, nótese que el legislador utiliza el término podrá, refiriéndose a la competencia de la Superintendencia 
de Sociedades para dirimir la controversia sobre la ocurrencia de las causales de disolución, de donde lógicamente 
se infiere que es facultativo de quien tenga interés en ello, proponer su solicitud ante la referida entidad o ante los 
Jueces Civiles del Circuito del domicilio social.  

  

  

  

   


